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4.1.4. En cuarentena con las armas 

A. Violencias de género y armas de 
fuego en tiempos de pandemia

Julián Alfie y Aldana Romano

Las medidas de aislamiento social establecidas a partir de la pandemia de 
Covid-19 evidenciaron una realidad muchas veces ignorada y hartamente 
denunciada por los movimientos de mujeres: el verdadero peligro para las 
víctimas de violencias de género se encuentra, generalmente, al interior del 
hogar o del entorno de confianza. En ese marco, las armas de fuego juegan 
un rol fundamental, ya que indefectiblemente incrementan las posibilida-
des de que esas violencias deriven en resultados letales. Y aun cuando no 
llegan a ser disparadas, la sola disponibilidad de armas de fuego en manos 
de quienes ejercen violencias extiende el poder que estos tienen sobre las 
víctimas. Quizás haga falta aclararlo, lo cierto es que los poseedores de 
las armas son, casi en su totalidad, hombres. El arma es en este sentido 
también un elemento fálico que proyecta los valores de una supuesta mas-
culinidad hegemónica.158

Sin embargo, llamativamente la incidencia de las armas de fuego sobre las 
violencias de género no fue un tema identificado en la agenda pública sino 
hasta hace pocos años. A ello abonó, principalmente, la falta de informa-
ción oficial sobre las dinámicas de esas violencias, lo que impidió no solo 
diagnosticar el problema, sino también diseñar y evaluar las políticas públi-
cas que pudieran desarrollarse para prevenirlas.

158.   Alfie, J., Arduino, I., Concaro, C., Porterie, M. S. y Romano, A. (2018). Violencia de gé-
nero y armas de fuego en Argentina. Informe preliminar: entre la precariedad de la informa-
ción y la ausencia de políticas públicas. https://inecip.org/wp-content/uploads/2019/07/
Violencia-de-G%C3%A9nero-y-Armas-de-Fuego.pdf

https://inecip.org/wp-content/uploads/2019/07/Violencia-de-G%C3%A9nero-y-Armas-de-Fuego.pdf
https://inecip.org/wp-content/uploads/2019/07/Violencia-de-G%C3%A9nero-y-Armas-de-Fuego.pdf
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Desde el INECIP hace más de tres años tomamos el desafío de contribuir al 
entrecruzamiento de las agendas con el objetivo de aportar información y 
ofrecer dimensiones analíticas que permitan diseñar políticas públicas de 
prevención eficaces. En este artículo resumiremos los principales hallazgos 
alcanzados por medio de las investigaciones que hemos llevado adelante 
a lo largo de estos años. Así, presentaremos en primer lugar el problema 
de la producción de información, indispensable para el diseño de cualquier 
política de prevención en la materia. En un segundo apartado daremos 
cuenta de las tres dimensiones que entendemos debe adquirir una política 
de prevención en violencias de género con armas de fuego. Finalmente, a 
modo de conclusión, plantearemos unas breves consideraciones sobre los 
avances logrados este año y los desafíos pendientes.

La información como insumo de las políticas de prevención

Hubiéramos querido –y ciertamente necesitado– iniciar este artículo dan-
do cuenta de las dimensiones del problema sobre el que pretendemos 
intervenir. Es casi una premisa básica de cualquier análisis de políticas 
públicas que uno inexorablemente debe conocer el problema para rea-
lizar un diagnóstico inicial que permita orientar los esfuerzos y los re-
cursos –siempre escasos– en determinada dirección. Sin embargo, como 
sucede en muchos otros temas en nuestro país, esa parece ser todavía 
hoy una situación inalcanzable.

Lo cierto es que una de las principales características de la información 
criminal en nuestro país es paradójicamente su ausencia. Esto aplica tanto 
a la información sobre las violencias de género como a las violencias con 
armas de fuego. Obviamente, el déficit es aún mayor cuando se intenta 
analizar el entrecruzamiento de ambos problemas.

En los últimos años, gracias al impulso de los movimientos feministas por 
visibilizar las violencias de género, su registro ha tenido grandes avances 
en nuestro país.159 La sistematización de información tuvo su origen en la 

159.   Carrasco, M. E., Pavón Tolosa, M. E., Aguirre, M. F., Bermúdez, N., Marzullo, F., Montañez, 
A. C. y Sosa, B. E. M. (2018). La producción de información criminal sobre violencia de género 
en Argentina. http://library.fes.de/pdf-files/bueros/argentinien/15012.pdf 

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/argentinien/15012.pdf
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creación de registros de femicidios por parte de la sociedad civil. Este es-
fuerzo fue ampliado, por un lado, hacia la identificación de otras formas de 
violencia (no letales) y, por el otro, al surgimiento de registros estatales.

Pese a estos avances, siguen existiendo desafíos propios de cualquier pro-
ceso que recién inicia. En ese sentido, se han alcanzado ciertos consensos 
metodológicos básicos, como la definición de “femicidios”, pero no está 
tan clara la traducción de esos conceptos en criterios operativos para la 
identificación de ciertos casos concretos como tales. Eso es lo que explica 
que todavía subsistan diferencias entre los registros sobre la cantidad total 
de femicidios ocurridos en nuestro país. Conocer ese número con precisión 
es una necesidad básica para poder medir y reorientar las políticas de pre-
vención de muertes por razones de género.

Otra variable fundamental es el medio comisivo. Si bien entre los registros 
existen consensos sobre las particularidades de los femicidios cometidos 
con armas de fuego y las mayores posibilidades de prevención estatal de 
esos casos, la producción de información en esta materia es todavía inci-
piente. En el último tiempo se ha logrado que todos los registros de femi-
cidios identificaran la cantidad de muertes causadas con armas de fuego, 
aunque solo algunos relevan la situación registral del arma. En los registros 
de violencias no letales, el desarrollo es aún menor. En muchos casos se si-
gue incluyendo en una misma categoría a los casos producidos “con armas 
de fuego o armas blancas”, ignorando las enormes diferencias que existen 
entre un tipo de arma y otra, y las consecuencias que ello conlleva en tér-
minos de políticas públicas.

Por su parte, la información sobre las políticas de control sobre armas 
de fuego es prácticamente nula. La ANMaC (Agencia Nacional de Ma-
teriales Controlados), órgano encargado del control de las armas en 
nuestro país, incumple cabalmente con su obligación legal de garantizar 
la publicidad delas estadísticas producidas sobre la materia.160 En ese 
sentido, resulta literalmente imposible conocer con cierta periodicidad 

160.   Ley 27192 del 2015. Agencia nacional de materiales controlados. 19 de octubre de 
2015. http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/250000-254999/253684/
norma.htm 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/250000-254999/253684/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/250000-254999/253684/norma.htm
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información elemental –que el organismo inevitablemente tiene a dis-
posición–, como la cantidad de armas de fuego y usuarixs autorizadxs 
en el país. Tampoco se conoce, obviamente, su distribución por géneros.

Así y todo, gracias a algunos datos disponibles es posible identificar que de 
cada 100 usuarios de armas de fuego en nuestro país 99 son hombres. Las 
mujeres no son las usuarias ni las compradoras de las armas de fuego, pero 
sí sufren sus consecuencias. Uno de cada cuatro femicidios es cometido 
con armas de fuego. De ellos, en por lo menos el 16 % de los casos había 
existido una denuncia previa, pero el Estado no fue capaz de evitar que el 
agresor siguiera teniendo acceso a armas de fuego. Esa falta de efectividad 
del Estado en la intervención sobre el arma de fuego ante una denuncia se 
confirma al analizar los informes de la línea 144 del INAM: el 26 % de las 
víctimas señala que el agresor dispone de un arma de fuego. Cuando ya hay 
una medida de protección vigente, y pese a que el secuestro del arma es 
una medida preventiva prevista en la ley, en 6 de cada 10 casos las víctimas 
señalan que el agresor sigue teniendo acceso a un arma de fuego.161

Sin embargo, buena parte de la información que resulta necesaria para pen-
sar la política de prevención de violencias de género con armas de fuego 
no se procesa ni se analiza. En algunos casos ello requiere tan solo del en-
trecruzamiento de algunas variables con el medio comisivo empleado. Esta 
información podría producirse a partir de las fuentes que sistematiza el 
propio Estado, tal como ha realizado el INECIP a partir de la base de datos 
pública del Registro de Femicidios del Ministerio de Justicia de la Nación.

Si bien los organismos registran la ocupación del femicida, todavía no cruzan 
esta variable con la del medio comisivo. Esta información permitiría conocer, 
por ejemplo, la necesidad de diseñar políticas específicas de limitación del 
uso de armas de fuego en ciertos sectores (fuerzas de seguridad, fuerzas 
armadas, seguridad privada, etc.) y de fortalecer los mecanismos de control 
sobre el acceso a las armas de fuego por parte de la sociedad civil.

161.   Alfie, J., Mucci, A. L. y Romano, A. (2019). Cuando el macho dispara. https://inecip.
org/wp-content/uploads/2019/09/INECIPEC-Cuando-el-macho-dispara-1-1.pdf 

https://inecip.org/wp-content/uploads/2019/09/INECIPEC-Cuando-el-macho-dispara-1-1.pdf
https://inecip.org/wp-content/uploads/2019/09/INECIPEC-Cuando-el-macho-dispara-1-1.pdf
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Por otro lado, tampoco resulta posible conocer en todos los casos la situa-
ción registral del arma utilizada y si era un arma de dotación de una fuerza de 
seguridad o no. Los registros que comenzaron a incluir esta variable, como el 
de la CSJN, mantienen todavía altos porcentajes de desconocimiento sobre 
el dato. Esto evidencia no solo un problema estadístico, sino primeramente 
judicial, ya que la falta de información responde en general a lo que se con-
signa en la causa, por lo que puede presumirse que en esos casos a la justicia 
no le pareció pertinente investigar el estado registral del arma.

Tampoco es menor, para evaluar la política, conocer los casos de femici-
dios cometidos con armas de fuego donde existieron episodios previos de 
violencia o denuncias previas. Esto permitiría, por un lado, conocer qué rol 
juega el arma de fuego a la hora de obstaculizar la posibilidad de denuncia 
por parte de las víctimas. Por otro lado, en aquellos casos en donde sí exis-
tía una denuncia previa, esta estadística permite monitorear las políticas 
de intervención temprana y prevención de resultados letales. Igual o más 
pertinente es conocer la existencia o no de medidas de protección especí-
ficas previstas en las leyes: el secuestro del arma y la prohibición registral 
para evaluar la utilización y eficacia de esas medidas.

Finalmente, sería deseable y necesario registrar siempre la presencia de las 
armas de fuego en el entorno, incluso en los casos en los que no fueron fi-
nalmente utilizadas como medio comisivo del femicidio. Lamentablemente 
esta información no se consigna en los registros, y en muy pocas ocasiones 
se pregunta por ello en las denuncias. Como puede presumirse, este es 
un dato que ayudaría a conocer la incidencia de las armas de fuego como 
mecanismo de control sobre las víctimas. Pero, más importante todavía, 
alertaría al Estado sobre la presencia de un factor de riesgo que potencia 
inevitablemente el ejercicio de violencias letales.

Una línea de análisis inexplorada, pero no menos importante, es el uso de 
las armas de fuego en suicidios y, particularmente, en casos en donde la 
víctima tomó esa decisión impulsada por un contexto de violencia de gé-
nero. Existen, a nivel comparado, hipótesis sobre la particular incidencia de 
las armas de fuego por su capacidad de facilitar la comisión del suicidio. 
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Sin embargo, los registros sobre femicidios aún no han logrado avanzar en 
la identificación de casos de “suicidios inducidos por el contexto violento”.

Tres dimensiones para pensar una política de prevención de violencias 
de género con armas de fuego

Concebir a las armas de fuego como factores de riesgo conlleva poner en 
perspectiva la especial responsabilidad que tienen los Estados en su con-
trol. A diferencia de otros instrumentos, las armas de fuego tienen, por su 
naturaleza, un nivel de letalidad superior a cualquier otro. Ello hace que los 
Estados sean responsables de diseñar políticas para disminuir su prolifera-
ción, controlar sus usos y prevenir sus efectos. Lamentablemente, como se 
reseñó en el apartado anterior, no contamos con la información suficiente 
para determinar con precisión la eficacia de las pocas políticas implemen-
tadas en nuestro país. Es por ello que cobra especial relevancia el análisis 
de las experiencias comparadas, y su comparación con lo que podemos 
conocer de nuestra realidad.162

Es desde allí que pueden pensarse tres dimensiones centrales para diseñar 
una política de prevención en la materia que tenga por objetivo: 1) restrin-
gir el acceso a las armas de fuego por parte de agresores o potenciales 
agresores de género; 2) limitar sus usos, controlando a quiénes, cómo y 
bajo qué condiciones se habilita su uso y 3) intervenir ante situaciones de 
violencia de género, buscando prevenir los efectos que las armas tienen en 
estos casos.

A) Restringir el acceso

Restringir el acceso a las armas de fuego por parte de agresores o potencia-
les agresores de género ha sido una de las principales medidas impulsadas 
por varios países que ha obtenido resultados concretos. Parece una verdad 

162.   Alfie, Mucci y Romano (2019), Ibídem.
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de perogrullo señalar que, al ser el arma un instrumento que potencia las 
consecuencias letales, se preste especial atención a la hora de autorizar a 
una persona a acceder y usar un arma de fuego. Más aún cuando, como se 
dijo, el 99 por ciento de los usuarios de las armas son hombres. Sin embar-
go, en Argentina la única medida que se exige en este sentido a la hora de 
autorizar a una persona a acceder a un arma de fuego es la inexistencia de 
antecedentes penales. Como bien se conoce, esta no es una medida en sí 
misma suficiente para impedir que agresores de género adquieran armas, 
ya que pocos casos llegan a una condena penal.

La ANMaC implementó como medida especial el “Sistema de Control Ciu-
dadano para Autorizaciones”, que consiste en publicar periódicamente en 
la página web del organismo los nombres de las personas que solicitan au-
torizaciones para acceder a las armas de fuego. El objetivo es que cualquier 
ciudadanx pueda oponerse a esas solicitudes, entre otros motivos, por la 
existencia de causas penales por hechos de violencia de género que ten-
gan como autor al solicitante. Sin embargo, esta acción demostró ser com-
pletamente ineficaz, ya que, para tener resultado, las potenciales víctimas 
tendrían que ingresar periódicamente a la web de la ANMaC. Sobre la base 
de la última información pública disponible, nunca existieron oposiciones 
en el marco de este sistema.

Otros países han avanzado en medidas que podría receptar el Estado 
argentino para mejorar la política de restricción. En Australia puede de-
negarse la autorización si la persona recibió una orden de restricción por 
violencia doméstica en los últimos cinco años. En Sudáfrica incluso se toma 
en consideración si la persona fue visitada por la policía por un llamado al 
911, aun cuando no se haya formalizado una denuncia o arribado a una 
orden de restricción. Para que estas medidas sean posibles, debe regularse 
un sistema de información a nivel nacional que registre las denuncias 
presentadas ante cualquier dependencia estatal.

El proceso de autorización debería incluir también una evaluación orienta-
da a la prevención de las violencias de género, contemplando notificaciones 
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a parejas, exparejas y otros integrantes del grupo familiar o conviviente del 
solicitante y entrevistas a esas personas. Así sucede en Canadá y Nueva Ze-
landa, y así también lo preveían proyectos presentados en nuestro Congreso 
Nacional por las diputadas Stolbizer y Pitiot.163

B) Limitar los usos

La presencia del arma de fuego potencia los riesgos de que cualquier con-
flicto derive en un resultado letal. Por lo tanto, una vez que la persona ya 
tiene en su poder el arma, es necesario evitar su disponibilidad inmediata.

En el caso de la sociedad civil, deben establecerse condiciones de guarda 
en el hogar o fuera de ella. En nuestro país no existen leyes que avancen 
en ese sentido. Si bien hay disposiciones de la ANMAC que establecen 
ciertos requisitos, no hay inspecciones previas para la aprobación de esos 
espacios ni fiscalizaciones, ni tampoco consecuencias previstas ante su in-
cumplimiento.

En el caso de las fuerzas de seguridad, es necesario limitar los usos de las 
armas de fuego y, particularmente, la habilitación a los agentes a utilizarlas 
cuando no están ejerciendo su función. En ese sentido, en Argentina sigue 
predominando la lógica del “estado policial”, que el o la agente conserva 
aún en sus horarios no laborables, de lo cual se deriva la obligación de por-
tar el arma de dotación incluso estando fuera de servicio.

Las consecuencias de esta lógica se pagan con vidas. La mayor cantidad 
de muertes de civiles cometidas por miembros de fuerzas de seguridad su-
ceden fuera de las horas de servicio. Esa peligrosidad del “estado policial” 
también se cristaliza en muertes por razón del género. Del total de femici-
dios cometidos con armas de fuego entre 2013 y 2018, por lo menos uno de 
cada cuatro fue cometido por un miembro de una fuerza de seguridad. En el 
50 % de los casos no se conoce la ocupación del femicida.

163.   Proyecto 6376-D-2012, representado tres veces: 0339-D-2014, 0559-D-2016 y 1883- 
D-2018.
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Es necesario entonces rediscutir la lógica del “estado policial” y avanzar en 
la restricción del uso de armas de fuego por parte del personal fuera de las 
horas de servicio. Un estudio realizado por la Policía Montada de Canadá, 
por ejemplo, demostró que la adopción de esa medida había reducido el 
número de mujeres asesinadas.

C) Intervención ante situaciones de violencia de género

El Estado tiene la obligación de intervenir ante la existencia de un caso de 
violencia de género y, en particular, de impedir el acceso del agresor a las 
armas de fuego. Si la realización de una denuncia es en sí misma un indi-
cador de riesgo de femicidio, la disponibilidad de armas de fuego por parte 
del agresor debe potenciar las alarmas y las medidas de protección. Dejar 
el arma en manos de un agresor ya denunciado por violencia de género 
incrementa la responsabilidad del Estado ante un potencial femicidio.

La Ley 26485 de Protección Integral a las Mujeres faculta al/la juez/a a or-
denar la prohibición de la compra y tenencia de armas, y el secuestro de las 
que estuvieren en su posesión (art. 26, inc. a.4). Sin embargo, esta medida 
es facultativa y depende del criterio de intervención judicial. No existen 
estadísticas oficiales respecto a su utilización en la práctica, pero sobre la 
base de entrevistas y focus groups con representantes estatales podemos 
determinar la subutilización de esas medidas.

Así lo evidencia el análisis que desde INECIP realizamos sobre las bases 
de datos del Ministerio de Justicia de femicidios cometidos con armas de 
fuego entre 2013-2018.164 Pese a que en 8 de cada 10 casos no se encontró 
información sobre la existencia de medidas, sí pudo corroborarse que en el 
16 % de los casos existía una denuncia previa. Y en por lo menos 1 de cada 
10 casos había una orden de restricción por violencia de género. Pero aun 
con esas advertencias, el Estado fue incapaz de evitar que el agresor acce-
diera al arma de fuego y cometiera el femicidio.

164.   A partir de las bases de datos públicas del Registro de Femicidios del Ministerio de 
Justicia de la Nación.
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Esto evidencia, por un lado, la necesidad de establecer protocolos de ac-
tuación y capacitaciones que permitan llevar a la práctica la medida pre-
vista en la ley. Asimismo, es necesaria una reforma legal que establezca 
al secuestro del arma como una medida obligatoria para el órgano judicial 
ante la recepción de una denuncia por violencia de género, incluso cuando 
el arma no haya sido utilizada de forma directa. La suspensión de las au-
torizaciones y la traba registral son actos administrativos que la ANMaC 
puede tomar preventivamente, aun sin intervención judicial. El intercambio 
de información entre la ANMaC, el Poder Judicial y todos los organismos 
estatales de recepción de denuncias y asistencia a víctimas es fundamental 
para la efectividad de estas medidas.

Merece particular atención la intervención estatal ante casos de violencias 
de género que involucran a miembros de fuerzas de seguridad. Los orga-
nismos cuentan con procedimientos especiales de prevención para estos 
casos, siendo una de las áreas en la que más se ha avanzado en términos 
de políticas públicas. En 2012 y 2013 el Ministerio de Seguridad de la 
Nación estableció protocolos para evitar que la persona denunciada que 
pertenezca a fuerzas de seguridad pueda llevar el arma a su hogar fuera de 
las horas laborales. Sin embargo, como hemos señalado, existe todavía una 
gran cantidad de casos de femicidios cometidos con armas de dotación, lo 
que demuestra la necesidad de perfeccionar los protocolos.

Entre otros desafíos encontrados en este aspecto, se identifican, por un 
lado, la inexistencia de una ley nacional, ya que el protocolo del Ministerio 
de Seguridad solo aplica a las fuerzas federales. Existen en el Congreso 
de la Nación proyectos legislativos que buscan avanzar en ese sentido. Es 
necesario también robustecer la evaluación de riesgos sobre los casos an-
tes de levantar la medida. Por último, deben hacerse efectivas las medidas 
que suspenden licencias y restringen el acceso a las armas particulares en 
estos casos, ya que muchas veces los integrantes de las fuerzas, aun sin te-
ner sus armas de dotación, siguen conservando su condición de legítimos 
usuarios privados.
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Balance del 2020: entre anuncios alentadores y desafíos pendientes

No hace falta aclarar que el 2020 fue un año distinto a cualquier otro, con 
desafíos imposibles de imaginar hace tan solo unos meses atrás. La irrup-
ción de la pandemia alteró cualquier agenda de políticas públicas. Sin em-
bargo, no puede soslayarse que las cuarentenas y la “nueva normalidad” 
potenciaron ciertos aspectos de la vida cotidiana que pueden facilitar el 
ejercicio de las violencias y, al mismo tiempo, obstaculizar las capacidades 
estatales de intervención. Si el Estado ya tenía una enorme deuda en ma-
teria de políticas de prevención de las violencias de género con armas de 
fuego, ahora tiene el doble desafío de reorientar los recursos estatales para 
adaptarlos a esta nueva realidad. A continuación, se analizan los avances y 
los desafíos pendientes hasta el 26 octubre de 2020.

En materia de producción de información, es auspicioso que el registro de 
femicidios de la Oficina de la Mujer de la CSJN mantenga en sus informes la 
variable sobre la situación registral de las armas de fuego utilizadas. Sin em-
bargo, observamos con preocupación que en la mayoría de los casos sigue 
sin registrarse ese dato. El porcentaje de casos en los que se desconoce esa 
situación registral se mantiene estable en torno al 57 % en los tres informes 
que se presentaron desde que se incluyó la variable en el informe de 2017. 
Esto no solo es un problema estadístico, sino que también refleja que en las 
investigaciones judiciales continúan sin consultar ese dato a la ANMaC, lo 
cual limita las medidas preventivas a adoptar durante la investigación.

Tampoco han existido avances en la información sobre el uso de armas de 
fuego en casos de violencias de género no letales. Sin ir más lejos, la infor-
mación estadística de la línea 144 sobre las comunicaciones recibidas des-
de el comienzo de la pandemia sigue incluyendo en una misma categoría a 
los casos en donde se registró “el uso de un arma de fuego o punzocortan-
te”.165 Si la información pública no distingue la utilización de armas de fue-
go de la utilización de armas blancas, difícilmente las respuestas estatales 
puedan atender las especificidades necesarias.

165.   Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad (2020). Información estadística. 
Línea 144. https://www.argentina.gob.ar/generos/linea-144/informacion-estadistica 

https://www.argentina.gob.ar/generos/linea-144/informacion-estadistica
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Respecto a la ANMaC, a esta altura resulta inaceptable que no produzca 
periódicamente información básica sobre el estado de las armas de fuego 
en nuestro país. Pero también es necesario avanzar en otras estadísticas 
que permitan evaluar las acciones específicamente orientadas a prevenir 
las violencias de género. En ese sentido, deberían conocerse la cantidad 
de autorizaciones rechazadas o revocadas por situaciones de violencias de 
género, así como la cantidad de armas secuestradas por esa causa.

En materia de diseño de políticas de prevención, la ANMaC tampoco ha 
mostrado grandes avances en esta materia. Más allá de las limitaciones 
propias de la pandemia, la agencia parece no haber tomado nota de esta 
problemática; en el nuevo sistema de emisión de certificados psicofísicos 
para las autorizaciones no se contempla ninguna medida específica vincu-
lada con las violencias de género. Tampoco se conocen otros avances que 
vayan en ese sentido.

Esto es particularmente preocupante si se considera que, según declara-
ciones del titular de la agencia, en abril de este año el 74 % de los 1.038.777 
usuarios de armas de fuego autorizados tenían sus licencias vencidas. A 
esto debemos sumar las múltiples prórrogas en los vencimientos que la 
ANMaC estableció durante el año como producto de la pandemia en re-
soluciones que no incluyeron ninguna medida específica para conocer si la 
persona a la que se le extendía automáticamente su licencia había recibido 
una denuncia por violencia de género.

Frente a este panorama, se estima que, en el mejor de los casos, la agencia 
debería recibir un aluvión de solicitudes de renovación para regularizar las 
licencias vencidas. Urge entonces establecer mecanismos de prevención 
de violencias de género con armas de fuego para evitar que las renovacio-
nes sigan sin contemplar estos peligros.

En ese sentido, no podemos dejar de señalar la importancia de la creación 
del Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad a nivel nacional. El ob-
jetivo de este organismo es y debe ser transversalizar las perspectivas de 
género en todas las áreas de gobierno. Resulta auspiciosa la inclusión de 
medidas vinculadas con la restricción de la portación y tenencia de armas 
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de fuego en el “Plan Nacional de Acción Contra las Violencias por Motivos 
de Género 2020-2022”,166 así como en las líneas de trabajo previstas en el 
marco del “Programa Interministerial de abordaje integral de las violencias 
extremas por motivos de género”.167 Aun cuando resta trabajar en algunas 
profundizaciones sobre ciertas medidas,168 y atender a cómo serán imple-
mentadas, es un gran avance contar con la intervención del Ministerio en 
estos temas.

También es destacable la decisión anunciada en enero por la Policía de Se-
guridad Aeroportuaria de derogar el protocolo sobre el uso de armas de 
fuego que había sido sancionado en 2019. De este modo, se vuelve a la 
política que tuvo la PSA desde su creación, que limita el uso de las armas 
reglamentarias a las horas de servicio, estableciendo que deben ser de-
vueltas fuera del horario laboral. Esta medida, contraria a la peligrosa lógica 
del “estado policial”, debe ser ampliada a las otras fuerzas de seguridad, 
entre otras razones, por ser una política eficaz de prevención de femicidios.

Por otro lado, en el Congreso de la Nación lamentablemente no se ha de-
cidido avanzar firmemente en este tema. Existen dos medias sanciones en 
esta materia, una en el Senado (proyecto de Sigrid Kunath) y otra en la 

166.   Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación (2020). Plan Nacional 
de Acción contra las violencias por motivos de género 2020-2022. https://www.argentina.
gob.ar/sites/default/files/plan_nacional_de_accion_2020_2022.pdf 
167.   Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos y Ministerio de Seguridad de la Nación (2020). Programa Interministerial de aborda-
je integral de las violencias extremas por motivos de género. https://www.argentina.gob.ar/
sites/default/files/resolucion_programa_interministerial_de_abordaje_integral_de_las_vio-
lencias_extremas_por_motivos_de_genero.pdf 
168.   Por ejemplo, no pareciera ser suficiente la “instrumentación de acciones de promoción 
de los canales de control establecidos por la Agencia Nacional de Materiales Controlados 
(ANMaC) para que las personas en situación de violencia por motivos de género accedan a 
las consultas previas al otorgamiento de tenencia o portación de armas de fuego”. Si el ob-
jetivo es evitar que potenciales agresores sean autorizados a acceder a las armas de fuego, 
sería necesario desarrollar medidas como las que se señalaron anteriormente: el desarrollo 
de bases de datos de personas denunciadas por violencias de género (por cualquier medio) 
para que la ANMaC pueda consultarla antes de emitir una autorización; fortalecimiento 
del contacto entre las bocas de denuncia y la ANMaC para el desarrollo de procedimientos 
preventivos de restricción al acceso a las armas; entre otras.

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/plan_nacional_de_accion_2020_2022.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/plan_nacional_de_accion_2020_2022.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/resolucion_programa_interministerial_de_abordaje_integral_de_las_violencias_extremas_por_motivos_de_genero.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/resolucion_programa_interministerial_de_abordaje_integral_de_las_violencias_extremas_por_motivos_de_genero.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/resolucion_programa_interministerial_de_abordaje_integral_de_las_violencias_extremas_por_motivos_de_genero.pdf
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Cámara de Diputados (proyectos de Vanesa Siley y María Cristina Álvarez 
Rodríguez), que este año, inexplicablemente, aún no han sido discutidas.

Los desafíos pendientes siguen siendo numerosos y la pandemia no ha 
hecho más que incrementar las necesidades y las obligaciones estatales 
en estos temas. Existen alternativas viables para responder a estos pro-
blemas; las experiencias comparadas muestran que hay muchas medidas 
efectivas que bien podrían establecerse en nuestro país. Solo resta que los 
órganos responsables atiendan a esta problemática y avancen firmemente 
en las políticas necesarias para garantizar a toda la sociedad una vida libre 
de violencias.
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